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AL CONGRESO DE LOS DIPUTADOS

María del Prado Salmerón Muñoz, con D.N.I. nº XXXXXXXXXXX, con domicilio a efectos de notificaciones, Apartado de Correos 1014 – 45600 Talavera de la Reina, (Toledo), en nombre y representación de ECOLOGISTAS EN ACCIÓN TALAVERA DE LA REINA Y COMARCA, comparezco y como mejor proceda

EXPONGO

ECOLOGISTAS EN ACCIÓN SOLICITA AL CONGRESO DE LOS DIPUTADOS LA CREACIÓN DE UNA COMISIÓN DE INVESTIGACIÓN SOBRE LA POSIBLE CORRUPCIÓN EN EL PARTIDO JUDICIAL DE TALAVERA DE LA REINA. TOLEDO.
Que de acuerdo con lo dispuesto en el art. 52 del REGLAMENTO DEL CONGRESO DE LOS DIPUTADOS DE 10 DE FEBRERO DE 1982, interesamos de la Mesa del Congreso la creación de una Comisión de Investigación sobre los llamados CASO SERRA, CASO TALAVERA, y CASO GOLF, y se requiera la presencia, por conducto de la Presidencia del Congreso, del presidente del CGPJ y del TS, y de la Fiscal General del Estado, para ser oídos en todo lo que sepan y conozcan, y de las medidas que propongan para la solución del problema en el ámbito de sus respectivas competencias.
Y 
que a continuación describimos:

CASOS COMO EL DEL “ALGARROBICO”

Ecologistas en Acción ha venido denunciando la existencia de dos casos similares al de “el Algarrobico” en el partido judicial de Talavera de la Reina. 

Nuestra organización, junto con otros grupos ecologistas, hemos conseguido que al final sea noticia la Sentencia del Tribunal Supremo que ha desenmarañado el ovillo de recursos y fallos contradictorios que han envuelto desde hace más de 10 años un símbolo de la destrucción del litoral español, al albur de la burbuja inmobiliaria. Nos estamos refiriendo al hotel de la playa de El Algarrobico de Carboneras (Almería). 

Tras los pronunciamientos del Supremo, la situación legal de esta mole está más clara: el hotel invade los 100 metros de la franja de dominio público marítimo-terrestre, se levantó en una zona del parque natural de Cabo de Gata-Níjar donde no se puede construir y los suelos en los que está son propiedad de la Junta, que ejerció el derecho de retracto también en 2006, tras la polémica que se generó. El derribo del hotel a medio construir está cada vez más cerca.

Esta sentencia, que ha marcado un hito en la lucha contra la corrupción medioambiental en Nuestro País, nos ha vuelto a dar la razón a las asociaciones que, como la nuestra, seguimos actuando en defensa de los intereses colectivos, a contracorriente de la sinrazón de la época de la burbuja inmobiliaria, y de la corrupción urbanística que se asentó, y se sigue asentando, en los organismos públicos con competencias en materia de calificación del Suelo.

Pero esta lucha contra los delitos medioambientales no ha hecho más que empezar, al albur de la STS de este jueves pasado. Son muchas las zonas de España que aún siguen sumergidas en el lodo de la corrupción.

Una de estas zonas es el partido judicial de Talavera de la Reina.

Dos son los casos que se citan a continuación.

El primero de ellos es la construcción de la mansión del exministro de Defensa, Eduardo Serra, en un terreno catalogado como suelo rústico de protección natural en Navalcán, en el centro del Valle del Tiétar.  

El segundo es la construcción del chalet del fiscal jefe de Talavera de la Reina, Ángel Demetrio de la Cruz Andrade, construido en zona de policía de un lecho fluvial, prohibido por la Confederación Hidrográfica del Tajo. Este se encuentra en la población de Pepino, situada a pocos kilómetros de la mencionada ciudad. 

Los dos casos, sin embargo, están paralizados a día de hoy. 

En el caso de Serra, la Fiscalía acusó de prevaricación urbanística a dos funcionarios del Ayuntamiento de Navalcán, a raíz de la denuncia de Ecologistas en Acción. 

El motivo de la denuncia fue la concesión de una licencia municipal para la construcción de la mansión de Serra, en un terreno prohibido para tal fin, según informe emitido por la Consejería de Ordenación del Territorio y Vivienda de la Junta de Castilla-La Mancha, y que obra en el expediente de denuncia.

En este caso confluían dos circunstancias agravantes, de lo que ya de por sí es un presumible grave delito de prevaricación.

Por un lado, el hecho de que un Ayuntamiento hubiera permitido una construcción en suelo protegido, tras el informe favorable de un asesor externo y desconocedor de las leyes vigentes según su declaración, lo que provocó un impacto ambiental gravísimo en una zona de especiales valores ecológicos. 

La construcción está en zona forestal en el centro del Valle del Tiétar, espacio ZEPA y LIC de la Red Natura 2000 y área crítica de especies en peligro de extinción.

Por otro lado, la acción involucraba a una personalidad que debiera dar ejemplo de buen hacer y respeto a la normativa y al medio ambiente. 

Para Ecologistas en Acción, resultaba increíble que una persona de la formación y medios de que disponía un exministro construyera una vivienda ilegal de esa forma.

Ecologistas en Acción se personó como acusación popular en la causa abierta en los Juzgados de Instrucción de Talavera de la Reina. 

En este caso, el despacho que llevó la defensa de la mayor parte de los imputados fue DataControl.

A raíz de este hecho, la Fiscalía pidió el sobreseimiento de las actuaciones antes de ser dictado el auto de transformación en procedimiento abreviado.

Sin embargo, la Audiencia Provincial ordenó la continuación del procedimiento por considerar que sí que existían indicios de la comisión de un delito contra el medio ambiente.

La sentencia del Juzgado de lo Penal de Talavera de la Reina fue finalmente absolutoria. 

UN ABOGADO CON “CONTACTOS”

Ecologistas en Acción ha sabido después que el abogado Santiago Ramos Figueroa, perteneciente al citado bufete de DataControl, figuraba como abogado de uno de los imputados. Ramos contrajo matrimonio en agosto de 2012, durante la tramitación del procedimiento, cuando ya se había señalado fecha para el juicio en el Juzgado de lo Penal. Su mujer era, y es, Cristina Peño Muñoz, la Magistrada titular del único Juzgado de lo Penal que tiene su sede en Talavera de la Reina.

Esta Magistrada, lejos de abstenerse del procedimiento, fue la que declaró la pertinencia de las pruebas propuestas, entre otros, por el que iba a ser su marido dos meses después.

La sentencia fue finalmente absolutoria.

Fue declarada firme por resolución también de Cristina Peño Muñoz.

La situación fue tan bochornosa que, el que fuera Juez Decano del Colegio de Abogados de Talavera de la Reina requirió a Santiago Ramos Figueroa para que al menos fuera él quien dejara de trabajar en los Juzgados, por la incompatibilidad manifiesta con su esposa.

EL CASO TALAVERA 

En el segundo caso, el principal “beneficiado” es Ángel Demetrio de la Cruz Andrade, fiscal jefe de Talavera, quien construyó su chalet en la localidad toledana de Pepino en zona de policía de lecho fluvial, en contra de la prohibición ordenada por la Confederación Hidrográfica del Tajo. 

El hecho fue denunciado en su momento por el arquitecto municipal de esa localidad, que alertó de un “pelotazo urbanístico” bajo la sospecha de sobornos. 

De este segundo asunto, tuvimos conocimiento a través de los medios de comunicación. En concreto, por el Extraconfidencial. 

“La Fiscalía Anticorrupción  ha abierto una exhaustiva investigación sobre un presunto “entramado de corrupción” en el seno de los Juzgados de la populosa localidad toledana de Talavera de la Reina, con más de 80.000 habitantes. La investigación ha partido a raíz de una denuncia presentada ante este organismo por el magistrado decano de los Juzgados de esta demarcación judicial, Fernando Presencia Crespo, y en la que involucra directamente al  Fiscal Jefe de esta adscripción, Ángel Demetrio de la Cruz Andrade”, decía la información. 

“El juez decano refiere en su escrito de denuncia que el Fiscal Jefe Ángel Demetrio de la Cruz ‘sin embargo, ocultó maliciosamente que él era precisamente uno de los propietarios de las parcelas afectadas, y, por tanto, él era uno de los afectados por la prohibición acordada por la Confederación Hidrográfica del Tajo para construir en dicha zona; lo que consiguió eludir mediante una impostura de neutralidad e imparcialidad en su informe que no era cierta, pues era parte interesada en los graves hechos delictivos que se estaban denunciando’. En la denuncia presentada ante Anticorrupción se aporta el documento en el que se puede comprobar cómo el chalet propiedad del Fiscal Jefe está construido dentro del lecho fluvial”, continuaba la información.

“También Anticorrupción investiga la amistad íntima entre el Fiscal Jefe de Talavera y el abogado penalista en ejercicio, Santiago Ramos Figueroa, a su vez esposo de la magistrada titular del único Juzgado de lo Penal de esta localidad, Cristina Peña Muñoz. 

A pesar de la aparente incompatibilidad familiar, el abogado Santiago Ramos Figueroa tiene abierto despacho profesional en Talavera, ‘atendiendo a su clientes en las mismas oficinas que tiene la firma de profesionales más importante de esta ciudad, DataControl Asesores, donde también trabaja la decana del Colegio de Abogados de Talavera de la Reina’,  según se afirma en la denuncia”.

QUERELLA CONTRA EL FISCAL JEFE

Esta vez, y como resumía acertadamente el diario CONFILEGAL, fuimos  Ecologistas en Acción de Talavera de la Reina y Comarca quienes presentamos la querella contra el fiscal jefe, Ángel Demetrio de la Cruz Andrade, y su mujer, María García, por un delito contra la ordenación del territorio, ante el Juzgado de Instrucción 4 de esa ciudad.

En concreto, por construir su chalet en la zona de policía y servidumbre del Arroyo de la Fuente, o Berrenchín, en el término municipal de Pepino, población a 8 kilómetros de Talavera de la Reina (Castilla-La Mancha), en contra de la prohibición establecida por la Confederación Hidrográfica del Tajo.

La querella se produjo después de que el Ayuntamiento de Pepino, pueblo de 2.700 habitantes -en el que el fiscal jefe tiene su chalet-, respondiera a la denuncia que presentamos por los mismos hechos ante el Consistorio con la afirmación de que “no somos competentes en este procedimiento ya que la competencia es estatal”.
Así lo certificó Milagros Clavero, secretaria del Ayuntamiento, en el escrito recibido por Ecologistas en Acción de Talavera de la Reina y Comarca con registro de salida oficial 24 de noviembre de 2015.

En esa denuncia, solicitábamos al alcalde Inocencio Gil Resino que sancionara a De la Cruz Andrade y que repusiera “las cosas a su estado anterior”.

Es decir, que se procediera a la demolición del chalet, situado en la Urbanización del Gran Chaparral 2ª Fase, levantado sobre una parcela de 871 metros cuadrados, con 466 metros cuadrados construidos.

La citada construcción se encuentra dentro de servidumbre de los 100 metros de la policía de aguas, por lo tanto, invadiendo, ocupando el cauce fluvial del Arroyo de la Fuente o Berrenchín.

En la misma se constataba que para construir en esa zona se precisaba la autorización administrativa previa de la Confederación Hidrográfica del Tajo (CHT). 

Autorización que, hasta la fecha no se había emitido.

Ángel Demetrio de la Cruz Andrade en su condición de fiscal jefe de Talavera de la Reina debía haber mantenido una conducta ejemplar, lo que pone de manifiesto la mayor gravedad de los hechos ahora denunciados, teniendo en cuenta la condición profesional del infractor, ya que el Ministerio Público, de acuerdo con el artículo 124 de la Constitución Española, debería defender la legalidad vigente y el interés público general.

EL CASO  GOLF 

Y  un tercero que aun no siendo de similar procedencia como el “Algarrobico” pero también lleva paralizado por la Fiscalía de Toledo durante Catorce Meses.

Ecologistas en Acción Talavera de la Reina y Comarca denunciamos ante el Decanato de los Juzgados de Talavera de la Reina,  la falta de rigor en la defensa de la legalidad y la violación de la Tutela Judicial Efectiva amparada por nuestra Constitución mediante el art. 24. Por parte del Juez o Fiscal en el que recayó una denuncia presentada contra el Alcalde de Talavera de la Reina y otros, por los delitos de Prevaricación, Cohecho, Falsedad y Contra la Ordenación del Territorio por no exigir unas 8 hectáreas en cesiones para el municipio por el cambio de clasificación del suelo de la zona de Campo de golf, en la ciudad.

En el informe emitido al Decano por el Letrado de la Administración del Juzgado de 1ª Instancia e Instrucción nº 1, especifica que la denuncia presentada el 26 de diciembre del 2014, se la dio traslado a la fiscalía el 2 febrero del 2015 dándole DIEZ días para que se pronunciara sobre la posibilidad de algún aforado, y a fecha de hoy la fiscalía no ha devuelto el auto, por lo que a nuestro parecer Fiscalía le tiene secuestrado sin ningún motivo justificado salvo el de obstaculizar la investigación y cometiendo una flagrante violación de nuestros principios constitucionales. Motivos por los que hemos presentado queja ante la Fiscalía General del Estado por medio del Decanato de los Juzgados de Talavera de la Reina.
Como bien se puede ver es público y notorio según notitis criminis del CONFILEGAL

El campo de golf al que se refiere la denuncia es el de Palomarejos Golf, que se halla en el kilómetro 113 de la Nacional V, a la entrada de Talavera de la Reina. EA.

Ecologistas en Acción de Talavera denuncian que la Fiscalía de Toledo lleva 14 meses sin investigar un caso de corrupción

2 marzo, 2016

Hace 14 meses que la Fiscalía de Toledo tiene paralizadas las investigaciones sobre la trama de corrupción del “caso golf”, por “razones desconocidas”, según ha denunciado Ecologistas en Acción Talavera de la Reina y Comarca ante el Decanato de los Juzgados de esa ciudad.

Ecologistas en Acción han sido informados de esta paralización por medio de un informe oficial del letrado de la Administración de Justicia (antes secretario judicial) del Juzgado de Instrucción número 1.

“En dicho informe se comunica el Decanato que la responsable de la paralización de las referidas diligencias previas es la Fiscalía de Toledo que, por razones que desconocemos, ha decidido no responder a los requerimientos del Juzgado”, escriben Ecologistas en Acción en un nuevo escrito de queja presentado el 29 de febrero de 2016.

“La sensación que se está transmitiendo a la opinión pública es que la Fiscalía de Toledo no tiene ningún interés en que se investigue a los responsables de la trama de corrupción que se denuncia en relación con el campo de golf de Talavera de la Reina”, dice la denuncia.

La organización ecologista ha pedido al Juzgado Decano que tenga por presentado un nuevo escrito de queja y que se dirija a la Fiscalía General del Estado para que, a su vez, exija al fiscal jefe de Toledo que explique las razones de tal dilación en las investigaciones sobre el campo de golf citado.




El campo de golf al que se refiere la denuncia es el de Palomarejos Golf, que se halla en el kilómetro 113 de la Nacional V, a la entrada de Talavera de la Reina. Su construcción fue aprobada en 2005, aunque cuando se produjo tal autorización el campo ya estaba construido, según fuentes de Ecologistas en Acción.

La denuncia original ante el Juzgado de Instrucción 1 fue presentada por Manos Limpias, si bien Ecologistas en Acción habían presentado otra anterior ante la Fiscalía de Talavera de la Reina porque dicho campo de golf cortaba un camino público.

Ambas se fundieron en una sola. La titular de ese juzgado de instrucción pidió el informe a la Fiscalía, ya que entre las personas investigadas había una aforada.

Y hasta ahora.

CONCLUSIÓN

La existencia de estos tres casos de evidente corrupción requiere del Congreso de los Diputados que tome cartas en el asunto, ya que la Justicia se ha mostrado manifiestamente inoperante, iniciando así una comisión de investigación que llegue al fondo de las cosas y extirpe la corrupción de una  vez por todas.
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